
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RELATIVO A ATRIBUCIONES DEL CONEVAL, A CARGO DE LA 

DIPUTADA CLAUDIA PASTOR BADILLA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, diputada integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en el artículo 71, fracción 
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y lo previsto por los artículos 6, numeral 1, fracción 
I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, promueve la presente iniciativa con proyecto de decreto por 
el que se reforman diversas disposiciones de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La reforma constitucional del 31 de diciembre de 1994, significó un parteaguas para el Poder Judicial de la 
Federación,1 porque con ella se incorporaron figuras jurídicas enfocadas en la defensa de la norma fundamental.2 Esta 
reforma incorporó en el artículo 105 de la Carta Magna, la controversia constitucional y la acción de 
inconstitucionalidad; dos mecanismos cuyo objetivo primordial es mantener los poderes políticos dentro de los 
límites de sus atribuciones, lo que permite un desarrollo armónico de sus actividades y repercute en el respeto de los 
derechos humanos.3 

La controversia constitucional se planteó como un juicio que permite resolver diferencias suscitadas entre los 
distintos Poderes de la Unión, así como de las autoridades de las entidades federativas. Su finalidad es fortalecer el 
federalismo a través de la restauración del orden constitucional cuando éste es violentado a raíz de la conformación 
de un acto o ley que invada la competencia de otro órgano o estado. 

Por su parte, la acción de inconstitucionalidad faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) para que 
resuelva, como única instancia, la posible contradicción que pudiera existir entre una norma general o un tratado 
internacional con la ley fundamental. Cuando se detecta alguna discrepancia, tiene como efecto la declaratoria de 
invalidez total o parcial de la norma impugnada.4 

En México esta figura se encuentra consagrada en la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, la cual refiere que se planteará ante una posible contradicción de alguna norma o 
disposición de carácter general de menor jerarquía con la Constitución y podrá ser interpuesta por: el 33 por ciento 
de la Cámara de Diputados o la Cámara de Senadores, el 33 por ciento de los integrantes de las legislaturas locales, 
el Ejecutivo federal, los partidos políticos contra leyes electorales federales y locales, la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales y la Fiscalía General de la República. 

Adicionalmente, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, regula el procedimiento de dicho mecanismo de defensa constitucional. 

Si bien se trata de una importante figura, los requisitos de legitimación para la actual integración de la Cámara de 
Diputados ponen de relieve las preocupaciones que en su momento expresó el doctor Jorge Carpizo: “lo que está 
muy claro es que el Poder revisor de la Constitución instituyó la acción de inconstitucionalidad con una concepción 
muy restringida, como teniendo miedo a su propia creación y, por ello, la limitó con exceso”.5 

De acuerdo con los teóricos y analistas mexicanos, este recurso no ha funcionado de manera idónea porque son pocos 
los actores públicos que están legitimados para interponer una demanda de acción de inconstitucionalidad, lo cual va 
directamente en contra de las transformaciones jurídicas que han permitido la conformación de un estado garantista. 



 

 
 

La reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011, además de elevar a rango constitucional los 
tratados internacionales firmados y ratificados por México, incorporó los principios de progresividad y pro persona . 
Lo anterior, tuvo diversas implicaciones: 1) en México no pueden limitarse derechos, únicamente pueden ampliarse 
de manera progresiva; 2) el juez o juzgador tiene la obligación de buscar el marco que más favorezca a las personas, 
y 3) se establece el principio de máxima protección de derechos. 

Tales principios parten de la teoría del garantismo de Luigi Ferrajoli, quien afirma que la norma jurídica puede ser 
violatoria de los derechos humanos, de forma que resulta necesario limitar al derecho a través del propio derecho. 
Esto significa que la Constitución debe prever la conformación de garantías jurídicas sólidas que controlen el poder 
político a través de la judicialización y la defensa de la ley fundamental. 

Cuando se incorporó a la Carta Magna el principio de la supremacía de los derechos humanos se estableció la 
obligación de que todas las autoridades deben respetar, por encima de todo, la defensa de los derechos de los 
ciudadanos. 

Adicionalmente, la Reforma de Amparo, bajo el mismo esquema que el anterior, amplió y fortaleció el juicio de 
garantías con el objetivo de establecer un sistema que velara por el respeto irrestricto de los derechos de las personas; 
de esta forma se fortaleció el juicio de garantías porque se amplió su procedencia a cualquier norma general, se 
previó la posibilidad de iniciar un juicio por violaciones a tratados internacionales; se incorporaron las figuras de 
amparo adhesivo y los intereses legítimos tanto individual como colectivo.6 

Si bien es claro que se robusteció el juicio de garantías como un mecanismo de defensa de constitucionalidad en 
correlación con los derechos de personas, las reformas aludidas no fortalecieron los otros dos mecanismos de defensa 
de la Constitución. Es precisamente por ello, que resulta necesario replantear el mecanismo de la acción de 
inconstitucionalidad y flexibilizar los candados que actualmente existen en su procedencia, a fin de conformar un 
estado garantista integral, en el cual sea posible defender la norma fundamental acorde con las reformas en derechos 
humanos y salvaguardar los derechos de los representantes de las minorías de las Cámaras. 

Lo anterior, con el objetivo de evitar que el poder público realice acciones que vulneren la consolidación de un estado 
democrático y de derecho que parta de los principios de progresividad y máxima protección. Como lo advierte 
Ferrajoli: “El poder –todos los poderes, sean estos públicos o privados– tiende en efecto, ineludiblemente, a 
acumularse en forma absoluta y a liberarse del derecho”,7 de ahí la imperante necesidad de fortalecer los mecanismos 
de defensa de la norma con el objetivo de consolidar el imperio irrestricto de la ley. 

Así, la presente iniciativa pretende establecer diversas modificaciones al mecanismo aludido a fin de hacerlo 
concordante con las últimas reformas en México. En este sentido, a continuación, se hará una revisión del artículo 
vigente, las restricciones que el mecanismo de acción de inconstitucionalidad tiene y se advertirá por qué y cómo 
debe ser ampliado. 

Actualmente, la acción de inconstitucionalidad se encuentra prevista en la fracción II del artículo 105, la cual refiere 
a la letra: 

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley 
reglamentaria, de los asuntos siguientes: 

I. ... 

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma 
de carácter general y esta Constitución. 



 

 
 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha 
de publicación de la norma, por: 

a) El equivalente a treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 
en contra de leyes federales; 

b) El equivalente a treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en contra de las leyes federales o de 
tratados internacionales celebrados por el Estado mexicano; 

c) El Ejecutivo federal, por conducto del consejero jurídico del gobierno, en contra de normas generales de carácter 
federal y de las entidades federativas; 

d) El equivalente a treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna de las Legislaturas de las entidades 
federativas en contra de las leyes expedidas por el propio órgano; 

e) Se deroga. 

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias 
nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro en una entidad 
federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura 
de la entidad federativa que les otorgó el registro; 

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades 
federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo federal y aprobados por el Senado de 
la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos 
equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las legislaturas; 

h) El organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución en contra de leyes de carácter federal y 
local, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo federal y aprobados por el Senado de la 
República, que vulneren el derecho al acceso a la información pública y la protección de datos personales. 
Asimismo, los organismos garantes equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las 
legislaturas locales; e 

i) El fiscal general de la República respecto de leyes federales y de las entidades federativas, en materia penal y 
procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones;”. 

Órganos constitucionales autónomos 

La división tradicional de poderes, como ideología política sustentada en la obra del filósofo francés Montesquieu, 
expone un sistema dividido entre el Legislativo, Ejecutivo y Judicial en el cual se busca la independencia de las 
funciones y la distribución de competencias de cada uno, pero de manera coordinada. En nuestro país, la evolución 
progresiva del constitucionalismo ha transitado para dar paso a la existencia de organismos autónomos 
constitucionales, cuya creación supone el ejercicio especializado de una función pública a cargo del Estado. 

En términos generales, los órganos autónomos constitucionales son aquellos creados fundamentalmente desde la 
Constitución y por tanto no se encuentran adscritos a ninguno de los poderes tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial). Estos se crearon con la necesidad de limitar los excesos de los poderes públicos y entre sus funciones se 
encuentran las de evaluar, limitar y contener las acciones del poder desde sus distintas áreas de especialidad y con 



 

 
 

apego a su fundamento constitucional. “Son considerados una vía para conciliar la democracia de partidos, de los 
poderes tradicionales y grupos económicos y sociales, por la autonomía que los caracteriza; no se deben a su creador 
o a quien los designa, pues se busca con ellos un equilibrio constitucional.”8 

Un Órgano Constitucional Autónomo es un ente público con personalidad jurídica y patrimonio propio, dotado de 
una regulación propia e independiente del resto de poderes constituidos, a través del cual el Estado delega la ejecución 
de tareas especializadas. Esta figura nace de la exigencia de la propia sociedad mexicana para garantizar el acceso y 
ejercicio pleno y efectivo a cierto tipo de derechos sin influencia alguna del resto de ningún otro poder público. 

En efecto, una de sus características esenciales es que ninguna dependencia pública ejerce poder jerárquico sobre él, 
con lo cual se pretende garantizar, en esencia, la objetividad, independencia e imparcialidad en su actuación y 
determinaciones, lo que se traduce en el fortalecimiento del sistema jurídico mexicano, con una distribución de 
competencias específicas del poder público. 

Los Órganos Constitucionales Autónomos actúan con independencia en sus decisiones y estructura orgánica, 
depositarios de funciones estatales que se busca desmonopolizar, especializar, agilizar, independizar, controlar y/o 
transparentar ante la sociedad, con la misma igualdad constitucional.9 

Ahora bien, aun y cuando la fracción II del artículo 105 prevé que algunos órganos autónomos puedan interponer 
acciones de inconstitucionalidad precisamente porque no dependen de ningún poder político, lo cierto es que 
actualmente esta posibilidad se limita a unos cuantos órganos. 

Es así que los incisos g), h) y f) prevén que la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) interponga el 
recurso con respecto a leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados internacionales 
que violen los derechos humanos; el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales (INAI) también puede interponer la acción de inconstitucionalidad con respecto a leyes federales 
o locales, así como tratados que atenten contra los principios de transparencia y protección de datos; finalmente la 
Fiscalía General de la República puede interponerla por leyes relativas a las normas penales, así como todas las 
normas relacionadas con sus funciones. 

Sin embargo, a la par de los expuestos en el párrafo anterior, existen otros órganos constitucionales autónomos 
diseñados para dar respuesta a necesidades en distintas atribuciones específicas del Estado, con lo cual se pretende 
garantizar el ejercicio pleno y efectivo de los derechos humanos vinculados, tales como la organización de las 
elecciones, la preservación del valor de la moneda y el mercado cambiario, la garantía de la libre competencia y 
concurrencia con la eliminación de los monopolios y las concentraciones, el desarrollo eficiente de la radiodifusión 
y las telecomunicaciones, la regulación, captación, procesamiento y publicación de la información estadística y 
geográfica, la evaluación de la política de desarrollo social, entre otros. 

En virtud de su importancia social y su especialización, estas tareas destacadas exigen del Estado que se garantice la 
autonomía de su gestión y el equilibrio de los poderes para su buen funcionamiento, de ahí la necesidad de que se 
incorpore a todos estos órganos constitucionales autónomos a lo previsto en el artículo 105 constitucional, para que 
se les permita promover acciones de inconstitucionalidad en defensa de su autonomía, esfera competencial y 
funciones especializadas. 

Propósito de la iniciativa 

En lo particular, la intención de esta iniciativa es destacar la necesidad de que el Consejo Nacional de Evaluación de 
la Política de Desarrollo Social, órgano constitucional autónomo que se encarga de la medición de la pobreza y de la 
evaluación de los programas, objetivos, metas y acciones de la política de desarrollo social, así como de emitir 



 

 
 

recomendaciones en los términos legales, estableciendo las formas de coordinación del órgano con las autoridades 
federales, locales y municipales para el ejercicio de sus funciones;10 pueda interponer acciones de 
inconstitucionalidad ante la existencia de una contradicción entre una norma de carácter general que afecte sus 
funciones y la Constitución General. 

Por ello, y debido a que no depende jerárquicamente de ningún poder político, en aras de garantizar su autonomía, 
es de suma importancia que dicho Consejo sea contemplado como uno de los sujetos previstos en la fracción II del 
artículo 105 constitucional, de manera que se le faculte para interponer acciones de inconstitucionalidad, tal y como 
se contempla para otros organismos constitucionales autónomos. 

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, debe contar con legitimación activa para 
promover acciones de inconstitucionalidad en contra de cualquier ley o norma de carácter general que esté 
relacionada con sus funciones o que vulneren su esfera competencial; pues su exclusión del ordenamiento 
constitucional en esta materia le puede llegar a generar un cierto estado de indefensión que puede afectar de manera 
directa el ejercicio de sus atribuciones consagradas en el artículo 26, apartado C, de la Carta Magna por la expedición 
de una ley o norma general inconstitucional, de ahí la necesidad de incorporar su legitimación procesal activa en el 
orden constitucional. 

Por lo anterior, se propone adicionar un inciso n), en la fracción II, del artículo 105 constitucional para incorporar al 
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, como órgano constitucional autónomo 
legitimado para interponer una acción de inconstitucionalidad contra leyes y normas de carácter general que afecten 
el ejercicio de sus funciones. 

Para mayor comprensión de la iniciativa que se propone, se presenta la siguiente tabla comparativa en la que se 
aprecia en la primera columna el texto vigente de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en la 
segunda columna las propuestas de modificaciones resaltadas en negritas: 



 

 
 

 



 

 
 

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta soberanía el presente proyecto de: 

Decreto por el que se reforma la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos 

Único. Se reforma y adiciona la fracción II, del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, 
de los asuntos siguientes: 

I. ... 



 

 
 

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma 
de carácter general y esta Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha 
de publicación de la norma, por: 

a) ...; 

b) ...; 

c) ...; 

d) ...; 

e) ...; 

f) ...; 

g) ...; 

h) ...; 

i) ...; 

j) ...; 

k) ...; 

l) ...; 

m) ...; 

n) El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, en contra de leyes de carácter 
federal y locales, así como de los tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados 
por el Senado de la República relacionados con el ámbito de sus funciones ; 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de marzo de 2020. 

Diputada Claudia Pastor Badilla (rúbrica) 
 


